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Varios fallos recientes del Tribunal Superior de Justicia de Madrid han encendido la voz de 
alarma del colectivo arbitral temiendo que, de consolidarse, la capital española pierda su papel 
protagonista y que la práctica del arbitraje institucional pueda resentirse. El denominador 
común de estas resoluciones es que transcienden de la mera verificación del cumplimiento de 
las causales del art. 40 LA para incidir en la configuración misma de la acción de anulación. 
Este artículo trata de establecer cuál es la configuración actual de la acción de anulación de 
los laudos arbitrales en nuestro país y a partir de ahí observar el alejamiento de las decisiones 
referidas en aspectos tan esenciales como la imposibilidad de revisión del fondo, el carácter 
tasado de las causales de anulación y el ámbito del orden público como instrumento controlador 
del laudo.
I. INTRODUCCIÓN
L a existencia de un régimen de control judicial específico para el laudo arbitral y los resulta-dos de la aplicación del mismo constituyen, 
sin lugar a dudas, elementos esenciales para poten-
ciar la existencia de arbitrajes en un Estado determi-
nado. Dichos indicadores acostumbran a utilizarse 
como estrategia de promoción y propaganda para 
consolidar a una localidad como plaza indiscutida 
de arbitraje. Es algo que desde hace muchos años 
viene practicándose en París, Ginebra, Londres, Bru-
selas o Nueva York, a partir de mecanismos diversos 
que, en orden a la anulación de laudos arbitrales, 
amerita incluso la designación de un órgano espe-
cializado dentro de la estructura judicial para este 
menester (1). Con ello se consolida una doctrina 
que garantiza la seguridad jurídica potenciando no 
sólo el desarrollo del arbitraje interno, sino la atrac-
ción de arbitrajes internacionales (2). La aparición 
de un fallo judicial que anula un laudo, en contradic-
ción con los cánones de una práctica consolidada, 
produce una extraordinaria alarma, incitando a un 
alejamiento de la plaza de arbitraje que puede lle-
gar a ser considerada de alto riesgo (3), pese a los 
esfuerzos de los defensores locales (4).
Evidentemente el control no debe ser entendido 
como una amenaza o una agresión sobre el pro-
cedimiento arbitral, pues la intervención del juez 
estatal es determinante a la hora de llevar a cabo 
la ejecución de la sentencia arbitral. Por eso es muy 
importante, a los efectos de coadyuvar a la eficacia 
del arbitraje, determinar qué foro es el competente 
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para llevar a cabo esa función y cuáles son 
las normas rectoras del recurso de anulación. 
Realmente, es uno de los elementos esencia-
les de consideración a la hora de elegir un 
lugar del arbitraje antes que otro: las conse-
cuencias que ello puede tener son enormes, 
pues la evidencia de un control judicial exce-
sivo puede hacer desistir a las partes de elegir 
una determinada sede arbitral (5).
Con estos datos existe una clara tendencia 
a la «búsqueda» del lugar del arbitraje en 
el sentido de que se sitúe en un sistema 
arbitral con una regulación que proporcione 
seguridad y certidumbre, al margen de que 
la legislación y la política de incorporación 
a tratados internacionales se acomoden a 
los estándares universalmente aceptados. 
Es un hecho incontrovertido que muchos 
Estados no son sedes habituales de arbitra-
jes internacionales por la ausencia de cola-
boración de sus tribunales con los árbitros. 
La valoración de la jurisprudencia espa-
ñola en orden a la anulación de los laudos 
arbitrales, debe ser realizada a partir de las 
distintas etapas experimentadas por nues-
tra normativa arbitral (6) y de la doctrina 
de los órganos encargados sucesivamente 
de establecerla. De importancia menor a 
nuestros fines, la que se ocupó de aplicar 
e interpretar la Ley de arbitraje de 1953, la 
doctrina emanada de las Audiencias Pro-
vinciales desde la Ley de Arbitraje de 1988 
hasta la reforma de la Ley de Arbitraje de 
2003 (7), operada en 2011, puede consi-
derarse en términos generales como muy 
restrictiva y exigente al resolver las accio-
nes de anulación, salvo algún caso aislado 
denunciado oportunamente por los ope-
radores jurídicos del arbitraje. Se barajan 
estadísticas acerca de los laudos anulados 
que, en nuestra opinión, no tienen credi-
bilidad; entre otras cosas porque la acción 
de anulación es común para la generalidad 
de los arbitrajes, incluidos los de consumo, 
transportes y arrendamientos, y los resulta-
dos quedan inevitablemente distorsionados 
por tal circunstancia. Con todo, el balance 
en lo que concierne a los laudos de carácter 
comercial, tras un periodo de vacilaciones 
y de cierta diversidad en las soluciones, ha 
sido altamente positivo y respetuoso hacia 
la labor efectuada por los árbitros. Incluso 
puede achacarse que el control en algunos 
casos ha sido poco intenso en materias 
altamente conflictivas como la indepen-
dencia o la imparcialidad de los árbitros. 
En todo caso, la procedencia diversa de fallos, 
consecuencia de la planta judicial española 
durante un largo periodo, dificultaba la con-
secución de una doctrina consolidada y el 
objetivo de acortar los plazos no se cumplió 
en absoluto salvo en algunas Audiencias con 
actividad reducida (8). Esta es la razón por la 
cual la Ley 11/2011, de 20 de mayo, trasladase 
la competencia de las Audiencias Provincia-
les a la Sala de lo Civil y de lo Penal del TSJ 
de la Comunidad Autónoma donde el laudo 
se hubiere dictado (9), estableciéndose un 
cambio sustancial en lo que concierne a la 
competencia objetiva del órgano controlador 
de los laudos arbitrales, con la consiguiente 
reducción del número de órganos competen-
tes en materia de anulación, que hasta enton-
ces estaban integradas por diversas Secciones 
de ciertas Salas de las 50 Audiencias Provin-
ciales (10). Pese a sus ventajas evidentes en 
orden a descargar de trabajo a las Salas de lo 
civil de las Audiencias Provinciales y a la con-
centración de la doctrina (11), la atribución 
de competencias a los Tribunales de Justicia 
no recibió el respaldo unánime de los medios 
arbitrales que mostró una actitud de cierto 
recelo.
Cuatro años de jurisprudencia de los Tribu-
nales Superiores de Justicia en orden a la 
anulación de los laudos arbitrales permite 
percibir, salvo algunos fallos polémicos de 
primera hora, una cierta consolidación que 
apuntaba a disipar los apuntados recelos. 
Por esa razón, varios fallos recientes del 
Tribunal Superior de Justicia de Madrid han 
encendido la voz de alarma del colectivo 
arbitral (12) temiendo que, de consolidarse, 
la capital española pierda su papel protago-
nista y que la práctica del arbitraje institu-
cional, que había adquirido una estimable 
regularidad y un incremento apreciable, 
sobre todo, en orden a las cuantías involu-
cradas, pueda resentirse.
Los fallos controvertidos son las SSTSJ de 
Madrid, Sección Primera, de 13 de noviem-
bre de 2014 (E. Life Europe, S.L. / Ifema), 
de 28 enero de 2015 (Repos i Repàs, S.L. / 
Banco Bilbao Vizcaya Argentaria, S.A.), de 6 
de abril de 2015 (Mobles Passe Avant, S.L. 
/ Banco de Bilbao Argentaria, S.A.) y 14 de 
abril de 2015, esta última con un voto par-
ticular del presidente de la Sala. Su deno-
minador común, aparte de la anulación 
del laudo, es que transcienden de la mera 
verificación del cumplimiento de las cau-
sales del art. 40 LA para incidir en la confi-
guración misma de la acción de anulación. 
El objeto de este comentario es verificar 
dicha incidencia y sus repercusiones. Los 
comentarios individualizados a estas deci-
siones citadas se incluyen en el presente 
número monográfico.
Para proceder a la referida verificación es 
preciso establecer cuál es la configuración 
actual de la acción de anulación de los lau-
dos arbitrales en nuestro país y a partir de 
ahí observar el alejamiento de las decisiones 
referidas en aspectos tan esenciales como la 
imposibilidad de revisión del fondo, el carác-
ter tasado de las causales de anulación y el 
ámbito del orden público como instrumento 
controlador del laudo.
II. JUSTIFICACIÓN DEL CONTROL 
JUDICIAL DE LOS LAUDOS 
ARBITRALES
1. Posibilidad de renuncia
Una vez pronunciado el laudo y concluido el 
procedimiento arbitral, es factible entrar el 
contacto con la jurisdicción, siempre y cuan-
do una de las partes solicite la anulación del 
laudo. Para ello la Ley de Arbitraje establece 
un mecanismo de control a fin de garantizar 
que el nacimiento, desarrollo y conclusión 
del procedimiento arbitral se ajusten a lo 
establecido en la ley. Esta posibilidad no es 
pacífica para ciertos sectores de la práctica 
arbitral que consideran que el control juris-
diccional contradice la propia esencia del 
arbitraje, existiendo una corriente favorable 
a la posibilidad de su renuncia bajo ciertas 
condiciones y modalidades de arbitraje. Sin 
embargo, la reforma de la LA de 2011, no ha 
seguido la línea adoptada en otros países de 
nuestro entorno, como Francia, de permitir la 
renuncia a la acción de anulación (13).
Dentro del debate abierto en los últimos años 
se argumenta que tal renuncia no es factible 
pues ello supondría la dejación del derecho 
a la tutela judicial, lo cual no es jurídicamen-
te tolerable pese a que existan acuerdos de 
arbitraje que expresamente contemplen esta 
posibilidad. Evitar que el juez pueda sancionar 
los errores de hecho y de derecho cometidos 
por el árbitro en la aplicación o inaplicación 
de los mismos por los árbitros es el punto de 
inflexión entre la justicia pública y la priva-
da y donde radica el grado de la confianza 
en el arbitraje a través de los contornos de 
la dialéctica entre el respeto que implica la 
prohibición de la revisión y el orden público. 
No puede extrañar que las posiciones en esta 
materia sean extremadamente cautelosas, en 
el sentido de que sólo serán posibles en la 
medida en que no supongan la exclusión de 
normas imperativas (14). 
La labor del órgano jurisdiccional en la anu-
lación no ha «de pretender corregir —como 
apunta la SAP Madrid 12.ª 22 marzo 2006— 
las deficiencias en la decisión de los árbitros, 
ni interferir en el proceso de elaboración, 
creando dificultades al móvil de paz que pre-
side el arbitraje, y desnaturalizándolo de sus 
características esenciales de sencillez y con-
fianza en el mismo, pues lo contrario significa-
ría un total examen del fondo del asunto, que 
la naturaleza del recurso no consiente» (15). 
Si esto es así, no es preciso que éste órgano 
posea una especialización arbitral delimitada 
para desarrollar su tarea. El árbitro y el juez 
deben desempeñar su misión respectiva en 
el marco legal que les está asignado y este 
último ha de permanecer inmune a ciertas 
corrientes arbitrales que, bajo una apariencia 
de generalidad y universalidad, responden a 
los intereses de un grupo concreto. Quiérase 
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o no dicha acción es una pieza maestra de 
nuestro sistema y, a la vez, un instrumento 
esencia de la necesaria tutela judicial efectiva 
consustancial a la institución arbitral que a 
partir de la reforma de 2011 está en manos de 
los Tribunales Superiores de Justicia.
2. Contenido
El control judicial de los laudos arbitrales, 
conforme a la ley, debe ser ejercido ex post 
mediante las acciones o, eventualmente, ante 
los recursos que cada legislación establezca 
y ello es respaldado por los instrumentos 
internacionales, insertando al efecto las leyes 
de arbitraje dispositivos específicos que, en 
muchos casos, son consecuencia directa de 
la actitud aperturista que mantienen los tri-
bunales estatales en torno a la arbitrabilidad 
de la controversia. La inexistencia de dicho 
control abriría las puertas de la ejecución de 
numerosos contratos concernientes a nego-
cios jurídicos ilícitos o fraudulentos, por eso 
la necesidad de que jurisdicción ordinaria ase-
gure y garantice que el nacimiento, desarrollo 
y conclusión del procedimiento arbitral se ha 
ajustado a lo convenido por las partes en el 
convenio arbitral y no va en contra del orden 
jurídico (16).
El control judicial de los fallos responde a 
una necesidad que surge de objetivos cons-
titucionalmente asumidos, como el de «pro-
mover la justicia» y también de las garantías 
de la defensa en juicio y de la propiedad y 
de la ejecutoriedad equivalente a la de una 
sentencia judicial que el Estado dispensa, 
satisfechos ciertos requisitos, a los laudos 
arbitrales. Las partes actúan bajo el princi-
pio de la autonomía de la voluntad, lo cual 
es reconocido por el propio Estado cuando 
permite excluir del conocimiento de los tri-
bunales ciertos casos que no revisten interés 
público derivándolos hacia los órganos inci-
dentales de la función jurisdiccional. Ahora 
bien, cuando las resoluciones de aquéllos 
puedan causar perjuicios a los particulares 
en su persona, bienes y derechos, deben con-
firmarse por un órgano jurisdiccional ante 
quien se homologa el laudo arbitral con el 
fin de proceder a su ejecución posterior. 
Dicha homologación supone un control de lo 
actuado por los árbitros, esto es, si éstos han 
actuado con fiel cumplimiento de los presu-
puestos procesales y materiales legalmente 
establecidos, sin alteración del contenido 
del laudo. Con ello se intenta reparar por vía 
jurisdiccional los perjuicios que han podido 
sufrir las partes en el arbitraje en virtud de 
actuaciones o resoluciones irregulares y por 
tal motivo se establece un proceso específi-
co con una finalidad claramente garantista, 
pues está orientado a la verificación de si el 
arbitraje se ha desarrollado, o no, con suje-
ción a los principios rectores de un debido 
proceso (17). 
En consecuencia, la decisión última en rela-
ción con las pretensiones de las partes corre 
a cargo de un órgano estatal, celoso de pre-
servar los elementos esenciales del foro de la 
anulación. De ahí que, por ahora, las partes y 
sus representantes tengan especial cuidado 
en la elección de la sede del arbitraje. El ámbi-
to propio en el que se desarrolla el derecho 
a la tutela judicial efectiva corresponde a la 
actividad jurisdiccional que llevan a cabo los 
jueces y los magistrados y no sobre el pro-
pio juicio de árbitros que cuenta con una vía 
impugnatoria específica a través del acción 
de anulación, que en ningún caso debe ser 
considerada como una segunda instancia. 
Es cierto que los usuarios del arbitraje aspiran 
que el laudo ponga punto final a la controver-
sia, pero también lo es su deseo de que dicha 
decisión sea susceptible de control jurisdic-
cional, si no ha sido respetada la regularidad 
del proceso arbitral. La preferencia a dicho 
control se demuestra por la tendencia a elegir 
sedes de arbitraje donde la intervención del 
juez es eficaz y equilibrada sin perjuicio de la 
mayor o menor vinculación de las partes con 
dicho sistema. El control, empero, debe tener 
un contenido limitado para ser compatible 
con el desarrollo de la institución arbitral, 
pues si tuviera un carácter exhaustivo se 
correría el riesgo de desnaturalizarla. Dicho 
en otros términos, de admitirse un control 
judicial amplio acerca de la validez del lau-
do, se puede frustrar la eficacia de dos de 
los elementos consustanciales al arbitraje: 
el carácter de cosa juzgada del laudo y su 
fuerza ejecutiva. 
Pero, en contrapartida, también debe ser 
utilizado con mesura por las partes. Resulta 
ilustrativo que en ciertos sistemas donde es 
frecuente la realización del arbitraje y que, 
por tanto, acostumbran a conocer numero-
sas impugnaciones contra el laudo, exista una 
marcada disposición a sancionar los recursos 
que se presentan de una manera temeraria. 
La consecuencia son decisiones muy severas 
contra lo que se considera un intolerable abu-
so de la vía jurisdiccional, que acostumbran 
a establecer fuertes sanciones pecuniarias, 
dentro de lo que se califica como una mani-
festación de l’ire du juge (18). Por eso las 
Leyes de Arbitraje suelen fijar mecanismos 
eficaces para minimizar el eventual el abuso, 
tanto a través de la acción de anulación, como 
proscribiendo expresamente el abuso, fraude 
o mala fe dentro del proceso. 
La acción de anulación puede considerarse 
suficiente para la satisfacción del derecho a 
la tutela judicial efectiva, en su modalidad 
de acceso a los tribunales. Bien entendido 
que el objeto de la acción de anulación no 
es la controversia suscitada entre las partes 
sino una revisión, por motivos tasados, de la 
validez del laudo (19). La Ley no utiliza el tér-
mino recurso porque considera que la referida 
acción pone en marcha un procedimiento ex 
novo cuyo resultado posee una clara efica-
cia jurisdiccional; semejante acción tiene un 
carácter rescisorio (20) ejercitándose para la 
reparación del perjuicio origina a una o a las 
dos partes por un laudo que no conforme a 
las causales señaladas en el art. 41 LA y cuya 
esencia consiste en hacer cesar su eficacia. El 
ejercicio de esta acción da lugar a un proce-
so declarativo especial que se sustancia por 
los cauces del juicio verbal, sin perjuicio de 
las especialidades detalladas en el art. 42 LA 
(21): en el que «se pretende tan sólo que el 
Tribunal se pronuncie acerca de la validez o 
no del laudo» (22). 
Cosa distinta es la mala utilización que de esa 
manifestación del control judicial pueda efec-
tuarse en determinados sistemas jurídicos y 
que, a la postre, afecta a la institución arbitral 
en su conjunto. La aceptación sistemática a 
cargo de la jurisdicción estatal de los argu-
mentos esgrimidos por la parte que preten-
de la anulación del laudo constituye un serio 
obstáculo para la eficacia de lo pactado por 
las partes como fundamento de la decisión 
que luego se impugna (23). Por esa razón no 
resultan de recibo ni una legislación restricti-
va del arbitraje por una excesiva intromisión 
del Poder Judicial, ni otra que prescinda por 
completo del ineludible control de éste de lo 
actuado por los árbitros.
Estos dispositivos se encuentran circunscritos 
a situaciones limitadas y extraordinarias, 
atendiendo a una serie de criterios: que el 
sometimiento a la vía arbitral, conlleva una 
renuncia a interponer los recursos que ordi-
nariamente son admisibles contra una deci-
sión emanada por los tribunales ordinarios; 
que, siendo las partes quienes designan a sus 
árbitros o encomiendan esta función a una 
institución, debe presumirse que éstos deben 
gozar de su confianza; que la justicia arbitral 
carece de un superior jerárquico ante quien se 
pueda pedir una nueva revisión por último, 
que la materia que se impugna es reducida, 
esto es, que únicamente pueden interponer-
se aquellos recursos o remedios previstos en 
el ordenamiento positivo, sin que quepa la 
eventualidad de que las partes encarguen un 
dispositivo distinto.
Más allá de su talante excepcional o no 
excepcional, ningún sistema jurídico puede 
prescindir, en efecto, del referido control 
jurisdiccional contándose para ello con un 
cauce casi exclusivo: la acción de anulación 
que es el medio de impugnación característi-
co y específico del juicio arbitral, existente en 
la generalidad de legislaciones y conformador 
de una figura sui generis fundamentalmente 
distinta de las impugnaciones del proceso 
ordinario y sin parangón con las utilizadas 
contra las sentencias de los jueces. Los pro-
cesos de unificación internacional han inten-
tado desde antiguo configurar la acción de 
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anulación, instrumentada o no en un recurso, 
como único medio de anulación, con exclu-
sión de los otros recursos. Tal eventualidad 
promovida por en el Derecho convencional 
confiere al tribunal que lo conoce un control 
extrínseco sobre la validez del laudo y sobre la 
contrariedad de las normas de orden público, 
excluyendo la revisión de asuntos relativos a 
los hechos o derechos juzgados. Asimismo, 
desde esta acción unificadora las causales 
para impugnar el laudo por el cauce de la 
anulación en el marco de la sede donde se ha 
desarrollado el arbitraje coinciden esencial-
mente con las causales para denegar un laudo 
extranjero y están referidas, básicamente, a 
aspectos relativos a la validez extrínseca del 
laudo, a la manera como se condujo el pro-
cedimiento arbitral, al nombramiento de los 
árbitros, a las notificaciones, al derecho a la 
defensa, a la congruencia del contenido del 
laudo con lo pedido por las partes y a la no 
contradicción del orden público.
II. EXTENSIÓN Y LÍMITES DEL 
CONTROL JUDICIAL
1. Imposibilidad de una intervención 
revisora en cuanto al fondo
Con la imposibilidad de revisión de fondo por 
el juez, se garantiza el respeto a la autonomía 
de la institución arbitral dando sentido al fun-
cionamiento de dicho principio y garantizan-
do el respeto al efecto de cosa juzgada del 
laudo sobre la base del respeto por lo decidido 
por el árbitro. Su falta de acatamiento podría 
provocar la desconfianza de las partes que 
recurren al arbitraje en la desnaturalización 
de la institución mediante una intervención 
judicial demasiado agresiva, y opuestamente, 
un control sumario del laudo puede fomentar 
la impunidad en los casos en que el arbitraje 
sea utilizado fraudulentamente para escapar 
de la aplicación de leyes de policía, normas 
imperativas y, en general, de un orden público 
que más tarde no podrá ser examinado si la 
prohibición aísla al arbitraje en la inviolabili-
dad de su autonomía (24).
La regla de base es la imposibilidad de una 
intervención revisora del laudo por parte 
de la autoridad judicial en cuanto al fondo 
(meritum causae) y respecto a los eventua-
les errores in indicando; las decisiones de los 
árbitros están exentas de una censura ulterior 
en lo concerniente a la manera de apreciar 
los hechos o las pruebas, a la interpretación 
del Derecho material o a los extremos que 
han conducido a un determinado razona-
miento jurídico. La singularidad que reviste 
obedece al hecho de que el juez no revisa las 
cuestiones de fondo que contenga el laudo, 
sino únicamente procede al control sobre la 
legalidad de las formas predispuestas. Por eso 
se ha llegado a afirmar que el sometimiento 
al arbitraje por las partes «es un riesgo que 
merece la pena correr» (25). Consecuente-
mente, las consideraciones efectuadas por los 
árbitros en orden a la valoración de los hechos 
materia de la controversia, la interpretación 
de las normas aplicables o las conclusiones 
jurídicas que produzca son inamovibles, por 
más equivocadas que puedan aparecer. 
En suma, el tribunal que entienda de la nuli-
dad debe limitarse a revisar la forma y abs-
tenerse de realizar cualquier consideración 
sobre el fondo del asunto, aun cuando tengan 
la convicción de que los árbitros han incurri-
do en errores de apreciación de los hechos, 
han aplicado erróneamente el Derecho, o 
han realizado una deficiente práctica de la 
prueba. No puede en ningún caso modificar 
lo decidido en el laudo porque dicha función, 
quiérase o no, fue asignada libremente por las 
partes de manera exclusiva a los árbitros; tal 
afirmación categórica encentra su apoyo en 
el propio convenio arbitral.
El papel de la jurisdicción ordinaria en su 
resolución queda limitado a emitir un juicio 
externo acerca de la observancia de las for-
malidades esenciales y sometimiento de los 
árbitros a los límites de lo convenido, dejando 
sin efecto en este punto lo que constituya 
exceso en el laudo, pero sin entrar en la mayor 
o menor fundamentación de lo decidido por 
el árbitro. Ello se extiende a la valoración de 
los hechos que delimitan la controversia y a 
la valoración de la prueba y a la valoración del 
Derecho aplicado por los árbitros. En defini-
tiva, la decisión judicial acerca de la validez o 
la nulidad del laudo arbitral, no puede llegar 
a sustituir la decisión de fondo adoptada por 
los árbitros (26). Como expresa la EM de la 
Ley de Arbitraje «las causas de anulación del 
laudo no han de permitir, como regla gene-
ral, una revisión del fondo de la decisión de 
los árbitros. Ello es consecuencia necesaria 
de que la institución arbitral se asienta en la 
voluntad de las partes de someter sus dife-
rencias a la decisión de los árbitros con exclu-
sión de la intervención judicial». En términos 
muy expresivos el control debe circunscribir-
se al «resultado» del laudo (27).
Siguiendo esta orientación la jurispruden-
cia española ha manifestado una tendencia 
inequívoca al respecto confirmada por la 
jurisprudencia constitucional con anterio-
ridad a la LA/1998, llegando incluso la STC 
43/1988, de 16 de marzo a anular parcial-
mente una Sentencia del Tribunal Supremo 
por haberse excedido en su función toda vez 
que el sistema de anulación de un laudo arbi-
tral ni le atribuye jurisdicción de equidad, «no 
sólo la originaria, exclusiva de los árbitros, ni 
siquiera la revisora del juicio de equidad en si 
mismo»; y al haber procedido, a partir de tal 
intromisión, a la imposición de una condena 
«en un procedimiento inadecuado, sin ale-
gaciones pertinentes de las partes, con viola-
ción, por tanto, de los principios de audiencia 
y contradicción integrados en el derecho a la 
tutela judicial efectiva que garantiza el art. 
24.1.º CE», a una infracción constitucional 
(28). Y esta tesis quedó reforzada, en rela-
ción con la supuesta indefensión por la impo-
sibilidad de revisar el fondo del asunto por la 
jurisdicción ordinaria, tras el ATC 231/1994, 
de 18 de julio que entendió que tal circuns-
tancia no concurría «porque, de lo contra-
rio, la finalidad última del arbitraje, que no 
es otra que la de alcanzar la pronta solución 
extrajudicial de un conflicto, se vería inevi-
tablemente desnaturalizada (...). Cierto que, 
con el actual sistema de fiscalización judicial, 
es posible la atribución de efectos idénticos a 
la cosa juzgada a laudos dictados en arbitraje 
de Derecho que, sin embargo, adolezcan de 
incorrecciones materiales. Con todo, ha de 
oponerse a lo anterior que queda garantizada, 
en todo caso, la corrección del laudo desde la 
perspectiva del Derecho constitucional sus-
tantivo, habida cuenta de que es posible, por 
vía de la causa de anulación (...), conceptuar 
incorrecciones de esa naturaleza como con-
trarias al orden público» (29).
En su día, la jurisprudencia de las Audiencias 
Provinciales, tras cierta tendencia a entrar 
en la revisión de fondo, ha ido confirmando 
esta tendencia rechazando que la acción de 
anulación presente semejanza alguna con el 
recurso de apelación (30) y aplicando restric-
tivamente las causales de la anulación.
En el FJ 4 de una de las sentencias contro-
vertidas, la STSJ de 28 enero 2015, se sigue 
puntualmente el planteamiento que acaba de 
describirse, insistiendo en el carácter extraor-
dinario del control judicial sobre el laudo, con 
abundante apoyo jurisprudencial y referencia 
expresa a la Exposición de Motivos de la LA. 
Pero en un momento determinado y se pro-
duce un cambio sorpresivo en el discurso y 
sin mayor explicación se afirma que «lo que 
decimos sobre el ámbito propio de la acción 
de anulación se compadece con una realidad 
innegable: que el orden público susceptible 
de protección ex art. 41.1.º.f) LA comprende 
tanto la tutela de los derechos y libertades 
fundamentales reconocidos en el Capítulo 
II del Título I de la Constitución, como, por 
imperativo incluso del Derecho de la Unión 
Europea, lo que se ha dado en llamar “orden 
público económico”, en el que se incluyen 
ciertos reglas básicas y principios irrenun-
ciables de la contratación en supuestos de 
especial gravedad o singularmente necesita-
dos de protección. A partir aquí la decisión 
abre la puerta a una preocupante revisión 
del fondo del laudo que, con el recurso a la 
referida noción de orden público, le conduce 
a la anulación del laudo controvertido. Dicho 
recurso obliga a realizar unas consideraciones 
en torno al alcance de esta noción en el marco 
de la acción de anulación, que realizaremos 
más abajo. Baste decir por ahora que la puer-
ta abierta permite un FJ 5.ª construido como 
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un genuino recuso de apelación, oponiendo 
a lo acordado por los árbitros la doctrina 
de la STS Pleno de la Sala Primera 20 enero 
2014, para delimitar el alcance del principio 
de buena fe en la contratación de productos 
financieros complejos “desde el prisma de 
una inexcusable necesidad tuitiva: proteger la 
libre emisión del consentimiento a la hora de 
contratar tales productos por quienes no son 
profesionales de los mercados financieros”. Y, 
transcrita esta decisión casi en su integridad, 
dedica los FFJJ 6, 7 y 8 a comparar semejante 
doctrina con los fundamentos del laudo para 
mostrar su disconformidad y, como conse-
cuencia de ello, anular el laudo, entre otras 
cosas porque su “motivación contraviene el 
orden público por arbitraria, ex art. 24.1.º CE, 
en el sentido de manifiestamente contraria 
a reglas legales imperativas; como sucede 
que, además, esas normas de ius cogens son 
expresión del principio general de buena fe 
contractual, y este principio, muy señalada-
mente en este tipo de contratos y con esta 
clase de contratantes —supra FJ 4—, es cues-
tión de orden público, también se aprecia la 
causa de anulación del art. 41.1.f) LA por esta 
circunstancia añadida”». 
Como quiera que el razonamiento de la sen-
tencia controvertida es propio de un recurso 
de anulación no procede entrar en la bondad 
de los argumentos que, al parecer, son dis-
cutibles (31). La cuestión es la improcedente 
revisión del fondo del asunto y la alarma pro-
vocada con ella. Lo más grave es que esta doc-
trina ha sido reafirmada por las posteriores 
SSTSJ Madrid de 6 abril y 14 2015, esta última 
al anular un laudo arbitral sobre contratación 
de swap que era favorable a la entidad finan-
ciera, al considerar que el laudo vulneraba 
postulados fundamentales en la contratación 
de productos financieros complejos.
2. Verificación equilibrada de la causal de 
orden público
Otro elemento en el que reposa la confianza 
en la institución arbitral, íntimamente vin-
culado con la imposibilidad de revisión del 
fondo del laudo es la verificación equilibrada 
de la no vulneración del orden público que 
a dichos órganos corresponde de conformi-
dad con el art. 41.1.º.f) LA. Dicho carácter se 
fundamenta en tres elementos. En primer 
lugar, en su carácter taxativo que obliga a 
interpretar la noción de manera restrictiva 
(32). En segundo lugar, en la necesidad de 
que esta causal sea expresamente alegada y 
probada por quien interpone la acción, según 
corresponda, salvo cuando la ley autorice 
expresamente al poder judicial a aplicar de 
oficio alguna causal, y ello no ocurre cuando 
la impugnación se limita a meras apreciacio-
nes subjetivas de las relaciones que fueron 
sometidas a la decisión arbitral. Por último, 
el orden público debe infringir los princi-
pios básicos y esenciales del ordenamiento 
jurídico, lo que incluye preferentemente la 
vulneración de los derechos fundamentales 
y libertades públicas garantizadas constitu-
cionalmente, tanto en lo que concierne a las 
garantías jurídicas, como a las garantías y 
principios esenciales de procedimiento.
La puesta en práctica de estos elementos con-
duce a conferir un papel reducido a esta cau-
sal que límite su operatividad, en congruencia 
con su naturaleza, a los supuestos verdadera 
y realmente excepcionales (33). Por consi-
guiente, el juez debe limitarse a controlar el 
resultado del laudo verificando si los árbitros 
han sido conscientes de que existía un proble-
ma de orden público descartado el examen de 
su motivación y sin que sea necesario entrar 
a verificar cómo han resuelto los árbitros el 
problema. Dicho en otros términos, el juez 
no puede examinar la exactitud de la motiva-
ción del laudo a partir de la noción de orden 
público. De esta suerte, el orden público no 
puede ser utilizado como comodín para anu-
lar un laudo con cabe en eventuales errores 
del árbitro (34).
Frente a este planteamiento consolidado la 
STSJ Madrid 28 enero 2015 incurre, a partir 
del control de orden público económico sobre 
el laudo, en una manifiesta revisión de fondo 
del asunto en toda su amplitud sustituyendo 
el papel del árbitro en la solución de la con-
troversia, inmiscuyéndose en la conformidad 
de la decisión adoptada por el árbitro, desle-
gitimando la institución arbitral y provocando 
la desconfianza de las partes que recurren al 
arbitraje. Es más, adopta una posición maxi-
malista soslayando la prohibición de revisión 
del fondo del asunto en lo que respecta al 
orden público para verificar si realmente se 
han respetado en el arbitraje los principios 
de orden público o normas imperativas de 
importancia trascendental para el foro a 
través del control de todos los elementos de 
hecho y Derecho que permitan contrastar 
si realmente se han aplicado o inaplicado y, 
en su caso, cómo se ha hecho. Lo que, como 
resulta manifiesto, supone no sólo controlar 
el resultado, sino también la motivación.
3. Inexistencia de una segunda instancia
No existe, pues, una «segunda instancia» 
en el sentido de que un órgano se superior 
jerarquía pueda pronunciar una nueva deci-
sión en la que se altere lo acordado por los 
árbitros; el recurso de anulación no da lugar 
a la intervención del Poder Judicial como 
una segunda instancia por lo que posee un 
contenido radicalmente diverso del recurso 
de apelación (35). La consecuencia es que la 
actuación del juez nunca podrá entrañar un 
análisis del contenido del laudo o una nueva 
valoración de las periciales y otras pruebas 
que evidencien un error en la apreciación del 
árbitro (36); es decir, no cabe la eventualidad 
de pronunciar una decisión en sentido diver-
so al establecido en la vía arbitral por lo que 
no podrá examinar de nuevo los argumentos 
sustentados por cada una de las partes, los 
medios probatorios, el sustento de la deci-
sión, la aplicación del Derecho o la corrección 
del procedimiento, es decir, todo lo actuado 
en la vía arbitral (37). Como pusiera de relieve 
el ATSJ País Vasco CP 1.ª 19 abril 2012
«Los Tribunales nacionales en la fase de con-
trol postarbitral tengan el deber de actuar 
con extremada cautela y efectiva conciencia 
de sus limitaciones, evitando convertir los 
procedimientos llevados a cabo en el reco-
nocimiento y ejecución o ante un eventual 
recurso de anulación en una segunda ins-
tancia, cayendo en el error de identificar 
el examen del laudo arbitral con el recurso 
ordinario de apelación donde se permite la 
revisión de lo decidido en primera instancia, 
o en un recurso de casación que en la práctica 
nos devolvería a los esquemas ya superados 
del control del laudo a través de un medio 
extraordinario de impugnación por infracción 
de ley o doctrina legal» (38).
Cabe insistir en que el recurso de anulación 
no es una segunda instancia del proceso arbi-
tral, las determinaciones del árbitro tanto en 
cuanto a los hechos materia de la controver-
sia como a la interpretación que haga del 
Derecho aplicable y las conclusiones jurídicas 
a las que llegue, por más erradas que éstas 
pudieran estar, son inamovibles.
La interpretación de las normas relacionadas 
con la anulación son indicativas de la defensa 
y la preservación de la autonomía de la volun-
tad, en cuanto que se impide al magistrado de 
la jurisdicción ordinaria, entrar al fondo de la 
cuestión controvertida que ha sido sometida 
a decisión arbitral; por eso las causales que 
la generalidad de las legislaciones establecen 
son muy precisas y se refieren básicamente 
a aspectos formales. La finalidad última del 
arbitraje, que no es otra que la de alcanzar la 
pronta solución extrajudicial de un conflic-
to, se vería inevitablemente desnaturalizada, 
ante la eventualidad de que la decisión arbi-
tral pudiera ser objeto de revisión en cuanto 
al fondo. Una revisión del fondo por parte 
de los tribunales estatales atentaría contra 
el principio a la eficacia de la justicia arbitral 
y, si se tratase de un arbitraje internacional, 
iría en contra de lo dispuesto en las conven-
ciones internacionales del arbitraje comercial 
vinculantes para el Estado en cuestión. Dando 
esto por sentado, la revisión del laudo por 
el cauce de la acción de anulación es una 
actividad absolutamente desgajada de los 
actos que le dan origen, porque si las partes 
encomiendan su problema a la decisión de 
otros en quienes confían, esa pérdida de fe 
no puede fundarse en la contingencia de una 
decisión que les resulta hipotéticamente 
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desfavorable. La interpretación del contra-
to es facultad exclusiva del tribunal arbitral, 
sin que a través de la acción de anulación se 
pueda entrar a valorar lo acordado por éste 
salvo que el razonamiento efectuado fuera 
absurdo, arbitrario, ilógico o ilegal.
La impugnación por nulidad, como hemos 
indicado, es distinta e independiente de la 
revisión por apelación que pudiese fijarse 
contra el laudo. En la nulidad se intenta ni 
más ni menos que revocar el pronunciamien-
to arbitral por carecer de los requisitos que 
la legislación impone, y como es lógico, los 
medios de impugnación no resultan dispo-
nibles por las partes al fundarse en cuestio-
nes de orden público; por el contrario, en 
la apelación lo que se pretende es que el 
órgano superior revise lo decidido por los 
árbitros en el laudo, con facultades para 
confirmarlo, modificarlo o revocarlo entran-
do directamente en el fondo del asunto. El 
cometido de la jurisdicción ordinaria queda 
circunscrito, pues, a emitir un juicio externo 
acerca de la observancia de las formalidades 
esenciales y sometimiento de los árbitros a 
los límites de lo convenido, dejando sin efec-
to en este punto lo que constituya exceso 
en el laudo, pero sin entrar en la mayor o 
menor fundamentación de lo decidido por 
el árbitro; esto es debe incidir esencialmente 
en errores in procedendo, de suerte que la 
cuestión de fondo o, mejor, su motivación 
sólo podrá ser impugnada de manera indi-
recta en función de una eventual anulación 
de contenido en todo caso garantista o en 
función de la inobservancia de las garan-
tías de la instancia arbitral, puesto que la 
impugnación por violación de las reglas de 
Derecho sólo es consentida a través de la 
propia inobservancia de la garantías que en 
la emisión del laudo deben observar los árbi-
tros en cuanto al respeto al orden público. 
La acción de nulidad da lugar a un juicio de 
control a posteriori sobre la presencia de los 
presupuestos y de los caracteres funcionales 
y formales que la ley exige para la eficacia y 
validez de los procedimientos y de las deci-
siones arbitrales. 
Quede bien claro que la revisión no podrá 
corregir las eventuales deficiencias que 
pueda entrañar la decisión de los árbitros, 
ni interferir en el proceso de su elaboración; 
por tal motivo no son de recibo las conside-
raciones de las partes en torno a la ausencia 
de justicia del laudo o a las deficiencias de lo 
razonado para alcanzar el fallo. La acción de 
anulación tiene por objeto revisar únicamen-
te la validez del laudo... esto es que el Juez se 
encuentra limitado a revisar la forma mas no 
el fondo de la materia sometida a arbitraje. 
En consecuencia, se excluye el control del 
fondo del laudo y de su firmeza desde el 
momento en que se pronuncia. Al hilo de 
esto la LMU ha tenido la virtud de mejorar 
esa situación de particularismo legislativo 
que continúa siendo motivo de grave pre-
ocupación para los operadores del arbitra-
je comercial. La primera medida de mejo-
ra consiste en admitir solamente un tipo 
de recurso, con exclusión de cualesquiera 
otros establecidos en otra ley procesal del 
Estado de que se trate. La segunda medida 
de perfeccionamiento introducido por esta 
disposición es el establecimiento de una lis-
ta taxativa de motivos por los que el laudo 
puede ser anulado por el juez nacional; en 
dicha lista cabe apreciar una huella de la tra-
dicional distinción entre vicios in iudicando 
y vicios in procedendo, pues aunque son 
éstos los que ocupan un papel protagonis-
ta no cabe duda que la invocación al orden 
público incluye, si bien con un carácter muy 
restringido, a los primeros. La anulación se 
configura así como un juicio externo en el 
que la resolución a que da lugar deniega la 
impugnación o se limita a anular el laudo 
que ha infringido los supuestos legales de su 
configuración o el sometimiento del árbitro 
a los límites de lo convenido, pero en ningún 
caso la decisión sustancial. 
4. Carácter tasado de los motivos de 
anulación
Existe una tendencia hacia la distinción entre 
el ámbito jurisdiccional de la controversia y 
el ámbito arbitral, puesta de relieve en las 
maniobras tendentes a la impugnación de 
los laudos arbitrales a través de la jurisdic-
ción ordinaria. Es cierto que las legislaciones 
suelen establecer causales muy similares 
dentro del único procedimiento jurisdiccio-
nal contra el laudo arbitral, que es el recurso 
de anulación, pero la determinación de su 
alcance en extraordinariamente variable en 
una visión comparada de la práctica que en 
ocasiones cuestionan el carácter de numerus 
clausus de las causales de anulación legal-
mente previstas permitiendo una indesea-
ble injerencia de los Tribunales estatales en 
su función controladora que debe tener un 
carácter de excepcionalidad.En los siste-
mas que, como el español, han elegido el 
establecimiento de una única instancia de 
impugnación esta última se articula a partir 
de una serie de causales de carácter tasado 
(39). La limitación de las causas de anula-
ción del laudo arbitral a las estrictamente 
previstas en el art. 41 LA/2003, restringe 
considerablemente la intervención judicial 
en este ámbito (40). El control que el juez 
ejerce sobre el laudo arbitral en el recurso 
de anulación es, en realidad, una retros-
pectiva sobre la historia de un arbitraje. 
Cronológicamente, siguiendo el tenor del 
referido art. 41 la revisión comienza en el 
inicio mismo del proceso: el convenio arbi-
tral y su puesta en marcha. Seguidamente, 
se aprecia la regularidad del nombramiento 
del tribunal arbitral y de las notificaciones 
de demanda y reconvención, si la hubiere. 
A continuación, el interés se centra en la 
adecuación a los principios esenciales que 
deben regir, en todo caso, el procedimiento 
arbitral; señaladamente de los principios de 
igualdad (41), audiencia (42) y contradicción 
(43) del procedimiento arbitral (art. 24), 
teniendo en cuenta que no toda infracción 
del procedimiento arbitral es susceptible de 
entrañar la anulación del laudo, sino única-
mente aquella que implique contravención a 
los referidos principios (44). Posteriormen-
te, la atención recae sobre el laudo arbitral 
ya dictado, que debe ser coherente con las 
peticiones planteadas (45) por las partes; 
firme en el sentido expuesto de no anula-
do ni recurrido (46) y no contrario al orden 
público (47). Por último el control se extien-
de a que los árbitros hayan resuelto sobre 
cuestiones no susceptibles de arbitraje.
El fundamento de este numerus clausus 
reposa en el contenido rescisorio que posee 
la acción de anulación; por ende, no puede 
establecerse de manera abstracta el carác-
ter rescisorio de la cosa juzgada inherente al 
laudo arbitral, pues se crearía una inequívoca 
situación de inseguridad jurídica (48). Dicho 
en otros términos, la impugnación del lau-
do no puede basarse en cualquier causa a la 
que, a criterio el recurrente, quepa anudar 
consecuencias invalidatorias de lo actuado 
para-jurisdiccionalmente, sino que habrá de 
descansar de modo necesario en alguno de 
los supuestos que se enumeran en cada Ley 
de arbitraje. Por tanto, sólo podrán ser anu-
lados en los casos expresamente previstos 
en la Ley cuando el recurso es presentado 
dentro del plazo establecido. Si este efecto 
se produce por causa distinta a las taxati-
vamente previstas se está desconociendo el 
efecto de la cosa juzgada que la Ley otorga 
al laudo arbitral y la tutela judicial efectiva 
del beneficiado por él. De lo contrario, se 
vulneraría, además, el efecto de cosa juzgada 
del laudo, constitucionalmente reconocido. 
El derecho a la tutela judicial efectiva requie-
re que tanto las decisiones judiciales firmes 
como los laudos se cumplan, no pudiendo 
los órganos judiciales dejar sin efecto estos o 
aquellas, fuera de los cauces taxativamente 
previstos por las leyes de arbitraje. 
Desde otro punto de vista las causales, que 
se repiten en la generalidad de las leyes de 
arbitraje, pueden clasificarse en dos grupos: 
de un lado, los que se vincular directamen-
te al contenido del convenio de arbitral —
inexistencia o invalidez del convenio e inar-
bitrabilidad de la materia litigiosa resuelta 
por los árbitros—; y de otro lado, los que 
suponen una infracción de las reglas esen-
ciales del procedimiento arbitral-indebida 
notificación de la designación de un árbitro 
o de las actuaciones arbitrales, resolución 
por los árbitros de cuestiones no sometidas 
a su decisión, designación de los árbitros 
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o desarrollo del procedimiento arbitral sin 
ajustarse al acuerdo de las partes o, en su 
defecto, a la Ley.
Dentro de la línea jurisprudencial que motiva 
este comentario la STSJ Madrid 13 noviem-
bre 2014 se aparta de la doctrina expuesta 
más arriba en dos direcciones y preocupan-
tes. De un lado, desoye el mandato con-
tenido en el art. 41 y aplica de oficio una 
causal no alegada por la parte. De acuerdo 
con este precepto el laudo «sólo podrá 
ser anulado cuando la parte que solicita la 
anulación alegue y pruebe» las de causales 
establecidas, correspondiendo al tribunal 
arbitral considerar de oficio únicamente las 
contenidas en las letras b) (que no ha sido 
debidamente notificada de la designación de 
un árbitro o de las actuaciones arbitrales o 
no ha podido, por cualquier otra razón, hacer 
valer sus derechos), e (que los árbitros han 
resuelto sobre cuestiones no susceptibles de 
arbitraje) y f) (que el laudo es contrario al 
orden público). En el caso enjuiciado la par-
te solicitante de la anulación, reconocien-
do que su pretensión no estaba amparada 
en los motivos tasados previstos en la LA, 
alegó como motivo una causal no prevista 
legalmente cual era la ausencia de impar-
cialidad de la institución administradora 
del arbitraje y para ello la subsumió dentro 
del art. 41.1.º f), esto es, contravención del 
orden público, por estar comprometido un 
derecho constitucionalmente protegido, 
pero sin identificar de qué derecho se tra-
taba a lo largo del proceso arbitral. Pese a 
estos endebles argumentos la anulación fue 
acordada por la decisión comentada porque 
«en virtud del iura novit curia, la Sala entien-
de que la nulidad del laudo debe acordarse 
al amparo del art. 41.1.º.a) LA (inexistencia 
o invalidez del convenio arbitral)..., porque 
la infracción del principio de igualdad, in 
casu, no se manifiesta tanto en la sustan-
ciación del procedimiento arbitral, como en 
la conformación misma del convenio, que 
defiere el arbitraje a una institución a la que 
encomienda su entera administración». Tal 
proceder, ignorando que la causal elegida no 
fue alegada por la parte y que el Tribunal 
no podía invocarla de oficio de oficio, cons-
tituye otro preocupante alejamiento de la 
ortodoxia que debe presidir la anulación de 
un laudo por el juez.
Curiosamente esta ortodoxia si se observa 
en el voto particular discrepante del pre-
sidente de la Sala, Francisco Javier Vieira 
Morante a la STSJ Madrid 14 abril 2015, por 
entender que los posibles fallos u omisiones 
del laudo no suponen causa de los supuestos 
tasados del art. 41 LA. Según el magistrado, 
para que los motivos alegados tengan encaje 
en el art. 41.1.º f) LA, nulidad por vulneración 
del orden público, deben tener incidencia 
en algún derecho fundamental o libertad 
pública, entre ellos el derecho a la tutela 
judicial efectiva, pero, no puede equipararse 
en cuanto a la motivación de la resolución 
la valoración errónea o inadecuada con la 
valoración irracional. Insiste además en que 
el proceso de anulación de laudos arbitrales 
no permite «el reexamen de las cuestiones 
de fondo debatidas», no se trata pues de un 
recurso de apelación.
5. Medio de impugnación extraordinario
En España la anulación de un laudo arbitral 
se «configura como un medio de impugna-
ción extraordinario, con motivos tasados de 
corte casacional restringido y sui géneris; y 
en el que el control jurisdiccional que pueda 
hacerse de la actividad del tribunal arbitral 
es muy limitado, sin que pueda analizarse 
la justicia del laudo o el modo más o menos 
acertado de resolver la cuestión litigiosa en 
cuanto a la aplicación de la ley material; 
pues los repetidos motivos no permiten al 
órgano jurisdiccional entrar a conocer del 
fondo del asunto, lo que es lógico dado que 
las partes prefirieron someter su contienda 
al juicio de los árbitros» (49). Sin embargo 
el laudo arbitral puede producir lesiones a la 
tutela como consecuencia de sus efectos de 
cosa juzgada, esto es, por la inexistencia de 
cauces procesales de impugnación que per-
mitan modificar su contenido y, por tanto, 
no puede ser ajeno a la misma. La equivalen-
cia jurisdiccional del arbitraje, al alcanzar las 
partes a partir de él objetivos similares que 
los que conseguirían ante los tribunales de 
justicia, tiene sus límites en lo que la ley de 
cada país permite.
La intervención judicial de la acción de anu-
lación del laudo no es otra cosa que una 
manifestación del ejercicio de control del 
arbitraje por la jurisdicción. Dicho control 
no se extiende al contenido del laudo, sino 
a la constatación de que este se ha dictado 
con regularidad y con la observancia de las 
prescripciones legales. 
La STJCE 26 octubre 2008, as. C-168/05: 
Mostaza Claro, afirmó a este respecto que: 
«Las exigencias relativas a la eficacia del 
procedimiento arbitral justifican que el con-
trol de los laudos arbitrales tenga carácter 
limitado y que sólo pueda obtenerse la anu-
lación de un laudo en casos excepcionales. 
No obstante, en la medida en que un órgano 
jurisdiccional nacional deba, en aplicación 
de sus normas procesales internas, estimar 
un recurso de anulación de un laudo arbi-
tral basado en la inobservancia de normas 
nacionales de orden público, también debe 
estimar tal recurso basado en la inobservan-
cia de las normas comunitarias de este tipo».
Frente a otros sistemas más abiertos al 
control judicial en los denominados laudos 
interlocutorios la LA/2003 se ha inclinado 
por limitar al máximo la intervención de 
la jurisdicción, reservándose para la acción 
de anulación; y ello, a diferencia de lo que 
ocurre con el art. 13.3.º LMU que prevé el 
recurso inmediato al juez, si el tribunal arbi-
tral desestima una recusación esta decisión 
sólo podrá atacarse al impugnar el laudo 
definitivo (art. 18.3.º LA/2003) (50). Dicho 
en otros términos, la LA/2003 se ha incli-
nado decididamente por eliminar la posibi-
lidad de admitir recursos judiciales contra 
las decisiones de los árbitros aunque exis-
ten algunas excepciones. En el caso de que 
la decisión de los árbitros sobre su propia 
competencia fuera desestimatoria de las 
excepciones relativas a la existencia o a la 
validez del convenio arbitral o cualesquie-
ra otras cuya estimación impida entrar en 
el fondo de la controversia, y se adoptase 
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con carácter previo, el ejercicio de la acción 
de anulación contra dicha decisión no sus-
penderá el procedimiento arbitral (art. 22 
LA/2003). Asimismo, a las decisiones arbi-
trales sobre medidas cautelares, cualquiera 
que sea la forma que revistan, «les serán 
de aplicación las normas sobre anulación 
y ejecución forzosa de laudos» (art. 23.2.º 
LA/2003).
IV. MADRID PLAZA APROPIADA 
PARA EL ARBITRAJE 
Tras una dogmática arraigada en España en 
torno el control judicial de los laudos a través 
de la acción de anulación, la reciente doctri-
na emanada de la Sala Primera del Tribunal 
Superior de Justicia de Madrid ha roto con 
los cánones establecidos por una práctica 
consolidada en la generalidad de los Tribu-
nales de las distintas Comunidades Autó-
nomas y anteriormente de las Audiencias 
Provinciales, causando la natural alarma en 
los medios arbitrales. No en vano en Madrid 
operan varias instituciones administradores 
de arbitraje que desempeñan su función con 
profesionalidad y eficacia y que en Madrid 
comienza a imponerse como una importante 
plaza para el arbitraje comercial internacio-
nal. El desarrollo del arbitraje, tanto interno 
como internacional, precisa de una sintonía 
entre árbitros y jueces y la pieza maestra del 
sistema es el control jurisdiccional del lau-
do. Indiscutida la importancia del control de 
los laudos, éste debe ejercerse de acuerdo a 
unos cauces que no pueden soslayarse por 
soluciones coyunturales y sorpresivas. Tanto 
más cuando las opciones no coinciden con las 
líneas seguidas en otras instancias jurisdic-
cionales españolas y, además, no se adoptan 
por unanimidad. Tampoco es comprensible 
una actitud agresiva y apriorísticas contra 
los árbitros o las instituciones arbitrales. En 
todas las sedes de arbitraje del mundo se anu-
lan laudos arbitrales y ello no es motivo de 
preocupación si tal proceder tiene el suficien-
te apoyo legal y jurisprudencial. Y ello con 
independencia que algunos fallos no sean de 
aceptadas de manera unánime por los ope-
radores del arbitraje. Pero el caso descrito 
desborda ampliamente esta práctica habitual.
La alarma de esta jurisprudencia madrileña, 
en clara oposición con la mantenida por otros 
Tribunales Superiores de Justicia y con la de 
los Tribunales de las principales sedes de 
arbitraje, llama a la reflexión. Los encuentros 
entre jueces y árbitros deberían generalizar-
se para lograr un clima de entendimiento. En 
el último de ellos, que tuvo lugar en Madrid 
el pasado noviembre con los la presencia de 
muchos de los protagonistas implicados, se 
propugnaba aunar esfuerzos para ofrecer a 
los operadores económicos mecanismos de 
solución de controversias, rápidos, eficaces y 
garantes de la seguridad jurídica. Semejante 
aspiración ha contado al parecer con poco 
éxito. Conviene pues insistir en ella reforzan-
do la idea de que jueces y árbitros son aliados 
naturales en la resolución de las controversias 
comerciales. ■
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